	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado-Ponente: FRANCISCO ANTONIO CARRASQUERO LÓPEZ

El 25 de noviembre de 2003, los abogados Felipe Chacón Medina y Críspulo Rodríguez Álvarez, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los núms. 24.439 y 20.219, respectivamente, en su carácter de apoderados judiciales del ciudadano ORLANDO MOJICA PERNÍA, titular de la cédula de identidad n° 5.643.847, ocurrieron ante esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia y ejercieron amparo constitucional contra el fallo dictado, el 9 de julio de 2003, por el Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, de Estabilidad Laboral y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, que declaró con lugar la apelación interpuesta por el apoderado judicial de Transportes Especiales A.R.G. de Venezuela. C.A. contra la sentencia proferida, el 29 de noviembre de 2001, por el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y Agrario de la misma Circunscripción Judicial y, en consecuencia, declaró sin lugar la demanda por calificación de despido incoada por el accionante contra la prenombrada sociedad mercantil.

En la misma fecha, se dio cuenta en Sala del presente expediente y se designó ponente al Magistrado doctor José Manuel Delgado Ocando. Acordada la jubilación de dicho Magistrado, y en virtud del nombramiento que hiciera la Asamblea Nacional el 13 de diciembre de 2004, asume la presente ponencia el Magistrado doctor Francisco Antonio Carrasquero López y, con tal carácter, la suscribe.
Realizada la lectura del expediente, pasa la Sala a decidir, previas las consideraciones siguientes:

I

ALEGATOS DE LA PARTE ACTORA

1.- Adujo que, de conformidad con el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo, el fallo accionado dio valor probatorio a un escrito de participación de despido sin nota de recibido por parte del Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, lo cual, a su juicio, menoscabó su situación jurídica, pues “estamos en presencia de un posible fraude con la utilización de la referida participación”.

2.- Denunció la violación de su derecho al trabajo y a la estabilidad laboral, consagrados en los artículos 87 y 93 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

3.- Señaló que Transportes Especiales A.R.G. de Venezuela, C.A, parte demandada en el juicio principal, no demostró en juicio la huelga ilegal alegada con ocasión de la contestación de la demanda, las supuestas pérdidas millonarias que habría sufrido, ni la existencia de alguna causal de despido de las previstas en el artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo.

4.- Aseveró que el fallo accionado, violando lo dispuesto por el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, incurrió en ultra petita al “suplir pruebas y argumentos que tenía que promover la parte demandada”.

5.- Expresó que existió un hecho fundamental que no fue tomado en cuenta por el presunto agraviante y que constituyó un despido indirecto, ocurrido el 21 de noviembre de 2000, según el cual el ciudadano Marco Vinicio Rodríguez González, Gerente Regional de la referida sociedad mercantil, tomó fotografías a los conductores despedidos “con la finalidad de ser entregadas a grupos subversivos (guerrilla colombiana), expresando las siguientes palabras: ‘Esas fotografías es (sic) para entregárselas a la Guerrilla colombiana para que los maten’”.   

6.- Manifestó que la sentencia accionada fue dictada con abuso de poder y extralimitación de funciones, pues dada la falta de notificación del despido ante el Juzgado de Estabilidad Laboral por parte del patrono, no declaró la confesión prevista en los artículos 112 y 116 de la Ley Orgánica del Trabajo.


7.- Finalmente, solicitó que la presente solicitud fuese declarada con lugar y, en consecuencia, se ordenara al presunto agraviante dictar nueva sentencia “donde no se lesione el derecho al trabajo, a la estabilidad, al debido proceso, al derecho a la defensa y a la tutela judicial efectiva”. 

II

DE LA COMPETENCIA

Debe previamente esta Sala determinar su competencia para conocer de la presente solicitud y, a tal efecto, observa:

Que en sentencia del 20 de enero de 2000 (caso: Emery Mata Millán), esta Sala Constitucional determinó, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, los criterios de competencia en materia de amparo constitucional. Textualmente señaló:
"(...) corresponde a esta Sala Constitucional (...) la competencia para conocer de las acciones de amparo que se intenten contra las decisiones de última instancia emanadas de los Tribunales o Juzgados Superiores de la República, la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo y las Cortes de Apelaciones en lo Penal que infrinjan directa e inmediatamente normas constitucionales".

Dado que el fallo accionado fue dictado el 9 de julio de 2003, por el Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, de Estabilidad Laboral y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, en aplicación del fallo parcialmente transcrito y en atención a la letra b) de la Disposición Derogatoria, Transitoria y Final de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, corresponde a esta Sala el conocimiento del presente amparo constitucional. Así se declara.

III

DE LA DECISIÓN ACCIONADA

El fallo dictado el 9 de julio de 2003, por el Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, de Estabilidad Laboral y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, declaró con lugar la apelación intentada por el apoderado judicial de Transportes Especiales A.R.G. de Venezuela C.A., contra la sentencia proferida, el 29 de noviembre de 2001, por el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y Agrario de la misma Circunscripción Judicial y, en tal sentido, declaró sin lugar la demanda por calificación de despido incoada por el accionante contra la prenombrada sociedad mercantil.

Sobre la justificación del despido, con base en el artículo 102, letra f), de la Ley Orgánica del Trabajo, en la parte motiva de la decisión accionada, se señaló lo siguiente:

“En este orden de ideas, aprecia quien decide que en el caso bajo estudio (...) se evidencia que para el día 20 de noviembre de 2000, el trabajador Orlando Mojica Pernía se encontraba en la unidad automotriz signada con la placa n° 68E CAB propiedad de la empresa demandada (...), en el Peaje Campaña Admirable (...), y que junto a otros trabajadores de la empresa que allí permanecían, manifestaban que ellos no iban a movilizar las gandolas de dicha empresa. Igualmente, al cotejar la fecha indicada (...) con la fecha de la práctica de la inspección judicial realizada por el Juzgado del Municipio Bolívar de esta Circunscripción Judicial el día 22 de noviembre de 200, se constata claramente que el trabajador permaneció (...) tres días consecutivos en el período de un mes en el referido peaje (...). 

IV

MOTIVACIÓN PARA DECIDIR

No obstante que la Sala ha constatado que la tutela constitucional invocada cumple con los requisitos del artículo 18 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, y que a ella no se opone alguna de las causales de inadmisibilidad contempladas en el artículo 6 eiusdem, no efectuará el trámite correspondiente, por las consideraciones que siguen:

En primer lugar, observa la Sala que el accionante, al intentar demostrar la hipotética falsedad de la inasistencia injustificada al trabajo durante tres (3) días hábiles en el período de un (1) mes, así como la presunta comisión por parte del patrono de un acto de intimidación que, a su juicio, constituyó un despido indirecto, pretende emplear el amparo constitucional como una tercera instancia, lo cual es inaccedible en derecho (cfr. sentencia n° 828 del 27 de julio de 2000, caso: Seguros Corporativos, S.A.). Lo antes dicho es aplicable, igualmente, a la supuesta utilización  por parte del presunto agraviante de un escrito de participación de despido sin nota de recibido por parte del Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, pues, en todo caso, tal irregularidad procesal debió ser indicada en sede laboral y no mediante el amparo constitucional, a través del cual sólo es posible restituir situaciones jurídicas infringidas por lesiones o amenazas a derechos y garantías constitucionales.

Por otra parte, sustenta la parte actora su solicitud de amparo en la supuesta inaplicación del artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo por parte del presunto agraviante, ya que, a su juicio, la falta de notificación del despido al Juzgado de Estabilidad Laboral, tal y como lo prevé dicho texto normativo, trae como consecuencia indefectible la confesión de lo injustificado del despido por parte del patrono; todo lo cual, según lo ha dispuesto esta Sala en su sentencia n° 370/2001 del 27 de marzo (caso: Mazzios Restaurant, C.A.), no es así, pues el artículo referido contiene una presunción, un juicio lógico del legislador a través del cual se considera como cierto o probable un hecho con arreglo a las máximas de la experiencia, las cuales, a su vez, le muestran el operador jurídico el modo normal como suceden los acontecimientos. Ahora bien, la presunción del legislador de la injustificación del despido cuando el patrono no hubiere notificado al Juez de Estabilidad Laboral las razones del despido, es una presunción iuris tantum, es decir, no definitiva ni concluyente, pues debe colegirse, en atención a una interpretación sistemática de la Ley Orgánica del Trabajo, que el proceso de calificación de despido busca, justamente, obtener la verdad en lo relativo a la razón que sustenta la terminación del vínculo laboral, lo cual no puede deducir el juez antes de entrar al contradictorio. 

En la oportunidad señalada, este órgano jurisdiccional apuntó:

“Ahora bien, esta presunción no es iuris et de iure, no solo porque el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo no le da ese trato, sino porque si la confesión expresa puede ser revocada, con mucha mayor razón lo podrá ser la proveniente de ficciones de la ley, ya que de no ser así, no solo se violaría la estructura de la prueba de confesión, sino se transgrediría el derecho de defensa del patrono, o de cualquiera que se vea afectado por el incumplimiento de formalidades, que impedirían la búsqueda de la verdad. De aceptarse esto, no se estaría ante un Estado de Derecho y de Justicia como el que preconiza el artículo 2 de la vigente Constitución, sino ante un Estado de ficciones legales, que devendría en la negación de la Justicia, ya que la ficción obraría contra la realidad.

 

Por estas razones, no puede ser iuris et de iure la presunción que hace el artículo 116 comentado, y ella debe admitir prueba plena en contrario, que desvirtúe la presunción que nace del incumplimiento de la participación. La carga de la prueba corresponderá al patrono. Además, la presunción iuris tantum que nace del artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo, se refiere al despido sin justa causa, pero no a ningún otro elemento de la relación laboral, el cual debe dilucidarse judicialmente si es controvertido. 

 

El salario, por ejemplo, puede ser objeto de litigio y los hechos controvertidos de tal elemento necesitarán de prueba, sin que ninguna presunción obre a favor del trabajador en ese sentido.

 

En el caso de autos, erró el Juez Superior al considerar no sólo que el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo establecía una presunción iuris et de iure sobre la injusta causa del despido, sino el ir más allá y considerar que la presunción abarcaba el salario que hubiese señalado el trabajador, vulnerándose así los derechos constitucionales de defensa y de debido proceso del accionante, y así se declara”.


Con base en lo expuesto poco antes, y visto que la presunción contenida en el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo admite prueba en contrario; dado, además, que en el fallo accionado se evidencia que el patrono desvirtuó dicha presunción al probar que el despido del ciudadano Orlando Mojica Pernía se justificó en el artículo 102, literal f) eiusdem, esta Sala juzga que el fallo objeto de tutela constitucional no fue dictado con extralimitación de funciones, tal como requiere el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales para la procedencia de solicitudes de amparo contra la actividad jurisdiccional. 


Por las razones antes expresadas, este órgano jurisdiccional juzga innecesaria la apertura del contradictorio, cuando in limine litis ha constatado que la acción de amparo constitucional intentada por los apoderados judiciales del ciudadano Orlando Mojica Pernía, contra el fallo dictado, el 9 de julio de 2003, por el Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, de Estabilidad Laboral y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, es manifiestamente improcedente. Así se decide.

V

DECISIÓN

Por las razones de hecho y de derecho que anteceden, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE IN LIMINE LITIS el amparo constitucional interpuesto por los abogados Felipe Chacón Medina y Críspulo Rodríguez Álvarez, apoderados judiciales del ciudadano Orlando Mojica Pernía, contra la sentencia proferida, el 9 de julio de 2003, por el Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, de Estabilidad Laboral y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira.
Publíquese, regístrese y archívese el expediente. 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 12 días del mes de agosto dos mil cinco. Años: 195º de la Independencia y 146º de la Federación.

La Presidenta,

LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO

                               El Vicepresidente,

JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

Los Magistrados,

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ  

                                                                                        LUIS VELÁZQUEZ ALVARAY

FRANCISCO ANTONIO CARRASQUERO LÓPEZ       

                            Ponente

                                                                          MARCOS TULIO DUGARTE PADRÓN 

ARCADIO DE JESÚS DELGADO ROSALES

El Secretario,

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO
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